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responsable y luego contra el que realmente lo es: “Así, incoado
el procedimiento sancionador antes de transcurrir el plazo de
prescripción de la infracción y tramitado sin solución de con-
tinuidad hasta pronunciar la resolución sancionadora, no cabe
apreciar abandono de la acción por parte de la Administración,
y, en consecuencia, no concurre aquélla porque se notificase
el pliego de cargos al responsable una vez transcurrido el plazo
de prescripción computado desde el momento de comisión
de la infracción, ya que, como acabamos de expresar, una
de las finalidades del procedimiento sancionador es, preci-
samente, esclarecer los hechos para determinar las respon-
sabilidades susceptibles de sanción”.

Como obra en el expediente sancionador, el mismo se
inició con motivo del sobreseimiento del expediente
AL-198/96-EP incoado a don Antonio José Alonso García,
al acreditar éste que la titularidad del citado establecimiento
correspondía a esa sociedad.

I I I

Los hechos constatados por funcionarios a los que se
reconoce la condición de autoridad, y que se formalicen en
documento público observando los requisitos legales pertinen-
tes, tendrán valor probatorio sin perjuicio de las pruebas que
en defensa de los respectivos derechos o intereses puedan
señalar o aportar los propios administrados, de conformidad
con el artículo 137, apartado 3, de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y el
artículo 17, apartado 5, del Real Decreto 1398/1993, de 4
de agosto, por el que se aprueba el Reglamento del proce-
dimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora.

El Tribunal Supremo en sentencia de 5 de marzo de 1979,
al razonar la adopción de tal criterio, afirma que “si la denuncia
es formulada por un agente de la autoridad especialmente
encargado del servicio, la presunción de legalidad y veracidad
que acompaña a todo el obrar de los órganos administrativos,
incluso de sus agentes, es un principio que debe acatarse
y defenderse tanto en la vía administrativa como en la con-
tencioso-administrativa, ya que constituye garantía de una
acción administrativa eficaz”.

Por su parte, el Tribunal Constitucional en su sentencia
de 26 de abril de 1990, mantiene que, aun cuando la pre-
sunción de inocencia rige sin excepciones en el ordenamiento
sancionador y ha de ser respetada en la imposición de cua-
lesquiera sanciones, sean penales, administrativas en general
o tributarias en particular, nada impide considerar a las actas
y diligencias de inspección como medios probatorios a los
efectos de lo dispuesto en el artículo 80 de la Ley 30/1992,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, y 74 de la Ley de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, no existiendo obje-
ción alguna tampoco para la calificación legal de aquéllas
como documentos públicos con arreglo a los artículos 1.216
del Código Civil y 596.3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

A tenor de ello, y conforme a la sentencia del mismo
Tribunal de 28 de julio de 1981, “la estimación de la pre-
sunción de inocencia ha de hacerse respetando el principio
de libre apreciación de la prueba por parte del Tribunal de
Instancia, lo que supone que los distintos elementos de prueba
puedan ser libremente ponderados por el mismo a quien corres-
ponde valorar su significación y trascendencia para funda-
mentar el fallo”, y si bien este precepto se refiere a la actuación
de los Tribunales de Justicia, hay que tener presente que tam-
bién el Tribunal Constitucional en su sentencia de 8 de julio
de 1981 ha declarado, en base a lo establecido en el artícu-
lo 25 de la Constitución española, que los principios inspi-
radores del ordenamiento penal son aplicables, con ciertos

matices, al derecho administrativo sancionador, dado que
ambos son manifestaciones jurídicas del ordenamiento puni-
tivo del Estado, según era ya doctrina reiterada y constante
del Tribunal Supremo. Por todo lo cual hay que concluir que
los hechos imputados deben ser tenidos por ciertos al haber
sido objeto de comprobación por inspección directa de los
agentes que formularon la denuncia, entendiendo prevalente
los hechos constatados en la misma.

Vistos la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre
protección de la seguridad ciudadana; el Real Decre-
to 2816/1982, de 27 de agosto, por el que se aprueba el
Reglamento general de policía de espectáculos públicos y acti-
vidades recreativas; la Orden de la Consejería de Gobernación
de 14 de mayo de 1987 por la que se determinan los horarios
de cierre de espectáculos y establecimientos públicos, y demás
normas de especial y general aplicación, resuelvo desestimar
el recurso ordinario interpuesto, confirmando la Resolución
recurrida.

Contra la presente Resolución -dictada en virtud de la
Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atribucio-
nes-, que agota la vía administrativa, se podrá interponer ante
el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía recurso con-
tencioso-administrativo en el plazo de dos meses a contar
desde el día siguiente al de su notificación, de acuerdo con
lo previsto en el art. 58 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 1956, pre-
via comunicación a este órgano administrativo de conformidad
con el art. 110.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común- La Consejera de Gobernación y Justicia, por Avocación
(Acuerdo 1.6.98). Fdo.: Carmen Hermosín Bono».

Sevilla, 21 de julio de 1998.- El Secretario General Téc-
nico, Rafael Cantueso Burguillos.

ANUNCIO de la Dirección General de Espectáculos
Públicos, Juego y Actividades Recreativas, por el que
se notifica Resolución por la que se cancela la ins-
cripción de determinadas Empresas Titulares de Salo-
nes.

Examinado el expediente número 143/88, del Registro
de Empresas Titulares de Salones de esta Comunidad Autó-
noma, cuyo titular es la entidad Maretri, S.A., con NIF
núm. A-41139254, se procede a considerar los siguientes:

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Que con fecha 19 de mayo de 1988, fue inscrita
en el Registro de Empresas Titulares de Salones de la Junta
de Andalucía, con el número TJA000408, de conformidad
con lo dispuesto y exigido en el vigente Reglamento de Salones
Recreativos y de Juego.

Segundo. Que por el Servicio de Autorizaciones, le fue
comunicado a la precitada Empresa Titular de Salones la obli-
gatoriedad de efectuar nuevo depósito de la fianza reglamen-
tariamente establecida, notificación que fue realizada a través
del escrito de fecha 24 de octubre de 1997, con registro de
salida número 8202, y no habiéndose podido practicar la
notificación personalmente en su domicilio a través del Servicio
de Correos, se procedió, de acuerdo con lo establecido en
el artículo 59.4 de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
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Común, a su publicación en el Tablón de Edictos del Ayun-
tamiento de su localidad y en el Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía.

Tercero. Que con fecha 21 de enero de 1998, fue decla-
rada la suspensión de la Inscripción en el Registro de Empresas
Titulares de Salones de la Junta de Andalucía, llevándose a
cabo la notificación mediante escrito de fecha 23 de enero
de 1998, con registro de salida núm. 314, y no habiéndose
podido practicar la notificación personalmente en su domicilio
a través del Servicio de Correos, se procedió de acuerdo con
lo establecido en el artículo 59.4 de la Ley de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, a su publicación en el Tablón de Edictos
del Ayuntamiento de su localidad y en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía.

Cuarto. Que hasta el día de la fecha no se ha remitido
a esta Dirección General justificante de haberse efectuado el
depósito de la fianza, habiéndose rebasado ampliamente el
plazo concedido para ello.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero. Que el Decreto 180/87, de 29 de julio, por el
que se aprueba el Reglamento de Salones Recreativos y de
Juego de la Comunidad Autónoma de Andalucía, en su artícu-
lo 19.1.e), establece que la inscripción en el Registro de
Empresas Titulares de Salones podrá cancelarse por el incum-
plimiento de las obligaciones que sobre constitución de fianzas
y mantenimiento de su vigencia e importes, establece el artícu-
lo 17 del presente Reglamento.

Segundo. Que el citado Reglamento, en su artícu-
lo 25.1.b), establece que el permiso de funcionamiento podrá
extinguirse por cancelación de la inscripción de la Empresa
titular en el Registro de Empresas de Salones, y el aparta-
do 2 del citado artículo atribuye la competencia para declarar
la extinción del permiso de funcionamiento al Director General
de Juego, hoy Espectáculos Públicos, Juego y Actividades
Recreativas, de oficio en el supuesto que nos ocupa.

Vistos la Ley 2/86, de 19 de abril, del Juego y Apuestas
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, el precepto legal
citado, y demás normas de general y pertinente aplicación,
esta Dirección General ha resuelto declarar la cancelacion de
la inscripción en el Registro de Empresas Titulares de Salones,
concedida a la entidad Maretri, S.A., así como todas las Auto-
rizaciones de Funcionamiento de Salones de las que fuese
titular la citada Empresa.

Contra esta Resolución, que no agota la vía administrativa,
podrá interponerse recurso ordinario ante la Excma. Sra. Con-
sejera de Gobernación y Justicia de la Junta de Andalucía,
en el plazo y con los requisitos señalados en los artícu-
los 114 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común.

A N E X O

Expediente ETS: 143/88.
Interesado: Maretri, S.A.

Sevilla, 21 de julio de 1998.- El Director General, P.S.
(Orden de 9.7.98), El Director General de Política Interior,
Fabriciano Torrecillas García.

ANUNCIO de la Dirección General de Espectáculos
Públicos, Juego y Actividades Recreativas, notificando
requerimiento de abono de tasas fiscales a la Empresa
Operadora Intalu, SL.

De conformidad con el artículo 59.4 de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Común, y habida cuenta de que no ha sido posible la noti-
ficación en el domicilio del interesado, la Dirección General
de Espectáculos Públicos, Juego y Actividades Recreativas ha
resuelto la publicación del siguiente requerimiento:

Examinado el expediente correspondiente a la Empresa
Operadora que en el Anexo se relaciona, se comprueba que
la sociedad mantiene deudas tributarias apremiadas por la
Delegación Provincial de la Consejería de Economía y Hacienda
en Huelva, en concepto de impago de Tasas Fiscales sobre
el Juego.

En consecuencia con lo anteriormente expuesto, pongo
en su conocimiento que, en el plazo de quince días, a contar
desde el recibo de la presente notificación, deberá remitirse
el documento que acredite fehacientemente el abono íntegro
de la deuda, su suspensión, fraccionamiento o aplazamiento,
expedido por el órgano competente, advirtiéndole que en caso
contrario se propondrá la cancelación de la autorización de
empresa operadora, de acuerdo con lo establecido en el artícu-
lo 14.1.e) del vigente Reglamento de Máquinas Recreativas
y de Azar.

Lo que le comunico para que en el plazo indicado, de
estimarlo conveniente, formule las alegaciones y aporte los
documentos que a su derecho convengan.

A N E X O

Expte. EO: 197/90.
Interesado: Intalu, S.L.

Sevilla, 21 de julio de 1998.- El Director General, P.S.
(Orden de 9.7.98), El Director General de Política Interior,
Fabriciano Torrecillas García.

ANUNCIO de la Delegación del Gobierno de Huel-
va, notificando Acuerdo de Iniciación, formulado en
el expediente sancionador incoado que se cita.

Intentada sin efecto la notificación del Acuerdo de Ini-
ciación, formulado en el expediente sancionador que se detalla,
por supuestas infracciones a la normativa que se cita, y en
cumplimiento de lo prevenido en los arts. 59.4 y 61 de la
Ley 30/92 (LRJA y PAC), de 26.11.92, se publica el presente
para que sirva de notificación de los mismos; significándole
que en el plazo de diez días hábiles, contados a partir del
siguiente al de aquél en que se practique la notificación, queda
de manifiesto el expediente, en el Servicio de Juego y Espec-
táculos Públicos de esta Delegación del Gobierno, Plaza Isabel
la Católica, 9, de Huelva, pudiendo formular los descargos
que a su derecho convenga, con la proposición y aportación
de las pruebas que considere oportunas, a tenor de lo dispuesto
en el art. 31.2 de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero,
de Protección de la Seguridad Ciudadana.

Expediente: H-87/98-EP.

Persona o entidad denunciada y domicilio: Don Rogelio
Flores Márquez. C/ La Fuente, núm. 6, Zalamea la Real
(Huelva).


